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Contexto global 

La producción agropecuaria mantiene una relación continua y recurrente con los recursos naturales 

(suelo, agua, biodiversidad y clima) que sostienen los procesos ecológicos fundamentales para la pro-

ductividad. Factores como la fertilidad del suelo, el manejo hídrico, la polinización, el control de plagas y 

la resiliencia climática constituyen pilares para la estabilidad del rendimiento agrícola (FAO, 2024; Purvis, 

y otros, 2019). Sin embargo, las presiones por el uso intensivo del suelo, la deforestación y la pérdida 

de diversidad biológica debilitan la capacidad de los ecosistemas para proveer los servicios ambientales 

que sustentan la producción agrícola, pecuaria y forestal. Se estima que el 95% de los alimentos produ-

cidos a nivel mundial dependen del suelo como medio de producción (FAO, 2015). No obstante, el 33% 

de los suelos presenta signos de degradación moderada o severa (FAO, 2024).  

Las transformaciones ambientales globales aumentan las presiones sobre la actividad agropecuaria, al 

interactuar de forma sistémica y bidireccional con los factores biofísicos y socioeconómicos. A esto se 

suma una demanda mundial de alimentos en constante crecimiento, impulsada por el aumento de la 

población, los cambios de patrones de consumo y la urbanización acelerada (Béne, y otros, 2019). En 

este contexto, los efectos asociados a la creciente variabilidad del clima —como el incremento de las 

temperaturas, los cambios en los patrones de precipitación y la mayor frecuencia de fenómenos meteo-

rológicos extremos— impactan en la productividad agropecuaria (Mirzabaev, y otros, 2023). Para los 

millones de productores rurales cuya subsistencia depende de estas actividades, estas presiones com-
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binadas reducen su estabilidad económica y aumentan su vulnerabilidad ante eventos climáticos y sho-

cks en los mercados. De hecho, se estima que 3,83 mil millones de personas, algo más de la mitad de 

la población mundial, dependen para sus medios de vida, al menos en parte, de los sistemas agroali-

mentarios (Davis, y otros, 2023). Esta situación ha contribuido a una disminución estimada de entre el 

2% y el 5% en los rendimientos globales de los cereales, así como a la reducción de la productividad 

total de los factores en un 21 por ciento desde 1961 (Ortiz-Bobea, Ault, Carrillo, Chambers, & Lobell, 

2021). De mantenerse esta tendencia, las alteraciones ambientales y climáticas incrementarían el riesgo 

de inseguridad alimentaria, que podría afectar a cerca de 440 millones de personas1 a nivel mundial 

(Hasegawa, y otros, 2021; Fanzo, y otros, 2025). 

El reconocimiento de la interdependencia entre la degradación del suelo, la pérdida de biodiversidad y 

las alteraciones globales en las condiciones ambientales ha impulsado el diálogo internacional orientado 

a abordar de manera integral los desafíos del desarrollo sostenible. La suscripción de los compromisos 

del Acuerdo de París, el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB), la Convención de las Naciones 

Unidas de Lucha contra la Desertificación (CNULD) y la Agenda 2030 ha permitido consolidar un marco 

normativo coherente y complementario para la acción global. El Acuerdo de París establece la arquitec-

tura internacional para la mitigación y adaptación climática, y a través de instrumentos como el Programa 

de Trabajo sobre Transición justa (JTWP, por sus siglas en inglés), incorpora la necesidad de orientar 

estos procesos de transformación hacia un desarrollo socialmente inclusivo, que permita garantizar los 

cambios estructurales hacia economías bajas en emisiones y resilientes aseguren empleos dignos, me-

dios de vida estables y oportunidades para todas las personas; por su parte, la CDB promueve la con-

servación, restauración y el uso sostenible de la biodiversidad; y, la CNULD busca alcanzar la neutrali-

dad en la degradación de la tierra para 2030. De manera convergente, estos acuerdos encuentran un 

marco común en la Agenda 2030 con su principio rector de “no dejar nadie atrás”, siendo un horizonte 

integral para promover la sostenibilidad ambiental, social y económica en beneficio de las generaciones 

presentes y futuras (United Nations, 2015a). 

En este marco, la implementación de los compromisos internacionales requiere la alineación de las es-

trategias de financiamiento global para impulsar la transición justa hacia sistemas productivos sosteni-

bles. Para lo cual, el financiamiento verde es el principal instrumento para movilizar recursos destinados 

a incorporar las externalidades ambientales y reducir la percepción del riesgo de las inversiones soste-

nibles (Daggers, Hannant, & Jay, 2023; FAO, 2025). Este enfoque promueve la articulación de los acto-

res del ecosistema financiero —gobiernos nacionales y locales, bancos de desarrollo multilaterales y 

nacionales, el sector privado, las instituciones de crédito agropecuario, las aseguradoras y los inversio-

nistas institucionales— con el propósito de escalar las inversiones orientadas a la sostenibilidad (Das & 

Cungu, 2023).  

En 2023, los recursos para el financiamiento climático ascendieron a los USD$ 1,9 billones (CPI, 2025), 

reflejando un avance en la consolidación del ecosistema financiero climático global. Este proceso se ha 

fortalecido mediante la constitución de fondos multilaterales como el Global Environmental Facility 

(1992), que apoya la implementación de tratados ambientales internacionales; el Adaptation Fund 

(2008), orientado a financiar proyectos de adaptación en países vulnerables; el Climate Investment Fund 

(2008), que promueve proyectos de tecnología limpia y resiliencia climática; y el Green Climate Fund 

(2010), que proporciona recursos y asistencia técnica para mitigación y adaptación al cambio climático. 

De igual forma, plataformas como el SDG Invest han facilitado la canalización de inversiones privadas 

hacia proyectos sostenibles y climáticamente responsables (Das & Cungu, 2023). Recientemente, en el 

marco de la COP 30, desarrollada en Belém do Pará - Brasil, se realizó el lanzamiento del primer bono 

de resiliencia en América Latina y el Caribe por USD$ 100 millones, por parte del Banco de Desarrollo 
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de América Latina y el Caribe –CAF y la Oficina de Naciones Unidas para la Reducción del Riesgo de 

Desastres –UNDRR (CAF, 2025). 

A pesar de esto, solo el 7,2 por ciento de estos recursos se destina al sistema agroalimentario; de este 

monto, el 41 por ciento se dirige a los sistemas productivos agrícolas y pecuarios —enfocados en pro-

yectos de energía y biomasa—; el 11 por ciento a la pesca y acuicultura y el 11 por ciento a la silvicultura 

enfocado a procesos de mitigación (forestación, reforestación y bioenergía), lo que evidencia la necesi-

dad de incrementar la financiación de iniciativas agropecuarias sostenibles, dada su relevancia para la 

mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero y la sostenibilidad del sistema agroalimentario 

(CPI, 2025; CLIC, 2025). 

Entre los principales retos —a nivel global— se encuentra lograr la alineación entre las iniciativas inter-

nacionales y la implementación a nivel nacional. En este sentido, las Contribuciones Determinadas a 

Nivel Nacional (NDC, por sus siglas en inglés) y las Estrategias de Desarrollo a largo plazo con bajas 

emisiones (LT-LEDS, por sus siglas en inglés) establecidas en el Acuerdo de París, constituyen instru-

mentos mediante los cual los países han traducido sus compromisos climáticos en metas concretas, al 

reconocer las responsabilidades comunes pero diferenciadas por su contexto (UN, 2015b). Sin embargo, 

no han alcanzado el impacto esperado debido a las diferencias en la planificación, donde las necesida-

des globales para la transformación son superiores a las metas definidas a nivel nacional;  financieras, 

para lograr cumplir los objetivos propuestos, debido a que se requiere una inversión superior a 40 veces 

de lo considerado actualmente; y, de información, al presentar ausencia de datos sectoriales detallados 

y homogéneos, lo que limita la capacidad de seguimiento y las estrategias de inversión (CPI & FAO, 

2025; LEDS LAC, 2023). 

Perspectiva regional: América Latina y el Caribe 

La región de América Latina y el Caribe (ALC) ha mostrado avances en la formulación y expedición de 

políticas públicas verdes para el sector agropecuario, como respuesta a los compromisos del Acuerdo 

de París y sus respectivas NDC. En este proceso, Brasil fue el primer país de la región con la aprobación 

de la Ley Nacional de Cambio Climático2. Posteriormente, México (2012)3, Colombia4 y Perú5 (2018), 

Argentina (2019)6 y Chile (2022)7 aprobaron leyes, marcos o directrices con objetivos similares (Aguilar 

& Recio, 2013; Climate Bonds Initiative, 2019). 

De forma paralela, los países de la región han avanzado en la implementación de planes y programas 

que establecen acciones, estrategias y metas para la sostenibilidad del sector agropecuario. Como es 

el caso de Brasil, con el Programa Plan de Agricultura Baja en Carbono (Plan ABC+), que impulsa la 

agricultura baja en carbono a través de prácticas sostenibles como la recuperación de pasturas y el 

manejo eficiente del suelo. En Colombia, el Plan Integral de Gestión del Cambio Climático Sectorial 

fomenta medidas específicas de mitigación y adaptación, al integrar sistemas de pagos por servicios 

ecosistémicos para incentivar prácticas agrícolas responsables. En México con el programa “Sembrando 

Vida Verde”, que orienta la adopción de agricultura climáticamente inteligente. Chile con los sistemas de 

asesoría técnica y tecnológica innovadora de riego. Costa Rica con la Política Agrícola 2023-2032, en-

focada en la producción resiliente y el acceso a servicios de seguro agrícola. Y, en Perú y Argentina que 

implementan incentivos fiscales y planes sectoriales que fomentan la agroecología y la reducción de 

emisiones. 

De manera específica, aproximadamente el 75 por ciento de los países de ALC tiene o está desarro-

llando una estrategia de financiamiento climático (BID, 2024) y con el propósito de garantizar que los 
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recursos movilizados se destinen efectivamente a las actividades sostenibles, varios países de la región 

han desarrollado taxonomías verdes, instrumentos que permiten identificar las actividades económicas 

que pueden ser consideradas ambientalmente sostenibles, y establecer criterios de elegibilidad, cuanti-

ficación, seguimiento y priorización del financiamiento verde. Estas taxonomías contribuyen a reducir el 

riesgo de “greenwashing”, fortalecen la trazabilidad de las inversiones y promueven la alineación de los 

flujos financieros con los objetivos de mitigación, adaptación y conservación (UNEP, 2023). 

En la región, los avances en la implementación de taxonomías verdes con un enfoque agropecuario 

evidencian el esfuerzo por orientar el financiamiento hacia sistemas productivos sostenibles. Chile, Co-

lombia, Costa Rica, México, Panamá y Paraguay han desarrollado e implementado taxonomías que 

involucran la agricultura, la ganadería y la silvicultura; además, Brasil, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 

Honduras y Perú se encuentran en proceso de desarrollo. Por su parte, Argentina, Bolivia y Uruguay 

han anunciado planes para su expedición. En el Caribe y Centroamérica, países como Antigua y Bar-

buda, Barbados, Belice y Nicaragua, entre otros, se apoyan en taxonomías regionales como las del 

CARICOM o del Consejo Centroamericano de Superintendentes de Bancos, Seguros y Otras Institucio-

nes Financieras (CCSBSO), lo que permite armonizar criterios y generar sinergias a escala subregional 

(GFLAC, 2025). 

Un caso de referencia a nivel nacional es el Plan ABC+ de Brasil, que incorpora mecanismos financieros 

innovadores como los créditos agropecuarios condicionados al desempeño ambiental, que complemen-

tan los instrumentos de mercado existentes. Lanzado en 2010 y actualizado en 2020, este programa 

ofrece tasas preferenciales (entre el 5-7 por ciento anual) a productores que adopten prácticas verifica-

das de agricultura baja en carbono, como son la recuperación de pasturas, sistemas silvopastoriles y el 

manejo eficiente del suelo. Entre 2010 y 2020, el Plan financió la adopción de tecnologías en más de 52 

millones de hectáreas y benefició a 85 mil productores rurales, lo que contribuyó a evitar la emisión de 

cerca de 170 millones de toneladas de CO2 equivalente. (MAPA, 2012). No obstante, el programa en-

frenta desafíos, particularmente en la verificación de las prácticas implementadas y en el seguimiento 

posterior al crédito. Entre los principales habilitadores para lograr su desempeño se encuentran los apo-

yos no financieros, como son la asistencia técnica y el acompañamiento territorial, que mejoraron los 

resultados económicos y ambientales, al facilitar la adopción de tecnologías y fortalecer la capacidad de 

gestión de los productores (Oliveira, Souza, & Assunção, 2024). 

En este contexto, el fortalecimiento de los mecanismos de Monitoreo, Verificación y Reporte (MVR) 

constituye un componente esencial para consolidar los avances del financiamiento verde en el sector 

agropecuario. Estos sistemas permiten dar seguimiento a la implementación de las prácticas sostenibles, 

y evaluar la efectividad de la condicionalidad ambiental como una herramienta de gestión del desem-

peño, lo que permite sobrepasar el enfoque centrado en recursos asignados a indicadores efectivos de 

sostenibilidad ambiental. La integración del MVR en las estrategias de financiamiento climático refuerza 

la credibilidad, la trazabilidad y la rendición de cuentas de las inversiones verdes, que contribuye a que 

los resultados sean tangibles a la sostenibilidad ambiental y al cumplimiento de los compromisos climá-

ticos nacionales (Corfee-Morlot, Guay, & Larsen, 2009).  

Adicionalmente, para contribuir al impacto ambiental es necesario garantizar el uso sistemático de la 

evidencia y los datos generados, que permita conectar las metas con las estrategias financieras climáti-

cas a nivel nacional, y revisar los mecanismos de toma de decisiones —en el ciclo presupuestal— para 

lograr certificar que el gasto público esté alineado con las metas establecidas en las NDC (BID, 2024). 

 

https://www.hacienda.cl/areas-de-trabajo/finanzas-internacionales/finanzas-sostenibles/taxonomia-para-actividades-economicas-medioambientalmente-sostenibles
https://www.taxonomiaverde.gov.co/
https://www.taxonomiaverde.gov.co/
https://www.sugeval.fi.cr/Informacion-inversionistas/Paginas/taxonomia-finanzas-sostenibles.aspx
https://www.finanzassostenibles.hacienda.gob.mx/es/finanzassostenibles/taxonomia
https://supervalores.gob.pa/files/taxonomia/Taxonomia-Finanzas-Sostenibles-Panama.pdf
https://www.sfp.gov.py/vchgo/index.php/taxonomia-verde-paraguay
file:///C:/Users/BMcNamara/AppData/Local/Microsoft/Windows/INetCache/Content.Outlook/I3EDORTT/caribbean
https://data.sbfnetwork.org/sites/default/files/survey-attachments/2025-06/Taxonom%C3%ADa%2BRegional%2Bde%2BFinanzas%2BVerdes%2Bdel%2BCCSBSO.pdf
https://data.sbfnetwork.org/sites/default/files/survey-attachments/2025-06/Taxonom%C3%ADa%2BRegional%2Bde%2BFinanzas%2BVerdes%2Bdel%2BCCSBSO.pdf
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__________________________________________________________________________________ 

Síntesis de evidencia global con perspectiva para Colombia. Experiencias internacionales sobre 

programas de crédito agropecuario con condicionalidad ambiental  

FINAGRO ha incorporado criterios ambientales en algunos de sus programas crediticios —como la Línea 

de Transformación Productiva y Sostenible (LTPS)— para impulsar un crecimiento agropecuario más 

sostenible. Sin embargo, muchos productores aún no acceden a estos instrumentos debido al descono-

cimiento sobre su funcionamiento y retornos, así como a barreras administrativas y económicas. Identi-

ficar estos factores es clave para mejorar la efectividad de los créditos condicionados. La evidencia 

internacional destaca tres elementos esenciales para su éxito: fortalecer la institucionalidad, reducir cos-

tos de transacción y promover la asociatividad. 

En el marco de Avanzar2030, se realizó una síntesis de evidencia sobre crédito agropecuario condicio-

nado a criterios de sostenibilidad (Piñeiro, y otros, en prensa). analizando su cobertura geográfica, ins-

trumentos financieros utilizados, resultados ambientales, económicos y sociales, y los factores que faci-

litan o limitan su implementación. 

Principales hallazgos: 
• Cobertura: La evidencia proviene sobre todo de países en desarrollo, especialmente Brasil y 

China. 
• Instrumentos: El mecanismo más frecuente es la tasa de interés subsidiada o descontada por 

gobiernos u organizaciones participantes. 
• Resultados: Los estudios se enfocan principalmente en impactos ambientales (conservación, 

reducción de agroquímicos) y en menor medida en resultados económicos. No se identifican 
evaluaciones sobre sostenibilidad social. 

• Factores condicionantes: 
o Habilitadores: Sistemas de monitoreo, reporte y verificación reducen asimetrías de infor-

mación y facilitan la adopción de prácticas sostenibles; la asociatividad de productores 
mejora el acceso al crédito. 

o Barreras: Alta carga administrativa, débil articulación institucional y elevados costos de 
transacción para los beneficiarios. 

Consideraciones para Colombia 

• Evaluaciones de impacto: La mayoría de estudios son cualitativos; se requiere promover aná-

lisis cuantitativos tipo evaluación de impacto, que identifiquen los efectos causales sobre las con-

diciones de sostenibilidad (ambiental, económica y social) de los programas crediticios con con-

dicionalidad. 

• Fortalecimiento institucional: Fortalecer el ecosistema que involucra a las autoridades, entida-

des financieras y productores, para mejorar la comunicación, la confianza y el reconocimiento 

del retorno esperado de los programas. 

• Reducción de costos de transacción: Simplificar trámites y minimizar cargas económicas y de 

tiempo para los beneficiarios, dado su impacto en la actividad agropecuaria. 

• Fomento de la asociatividad: Apoyar la organización de pequeños productores en asociacio-

nes, ya que individualmente enfrentan mayores barreras de acceso al crédito por falta de colate-

ral y alta percepción de riesgo por parte de las instituciones financieras. 

__________________________________________________________________________________ 
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Perspectiva Nacional: Colombia  

En la última década, el sector agropecuario en Colombia se ha consolidado como una de las principales 

actividades económicas generadoras de valor agregado, con una participación del 10,3 por ciento en 

2024 —con un incremento de 3,7 puntos porcentuales— (DANE, 2025a). Además, demandó el 14,3 por 

ciento de la mano de obra (DANE, 2025b), y en 2023 se desarrolló en cerca de 43 millones de hectáreas 

(DANE, 2025c).  

No obstante, este crecimiento se enfrenta a tensiones ambientales derivadas de la expansión de la fron-

tera agropecuaria, la degradación del suelo y la deforestación (WWF, 2024). En 2021, las emisiones de 

gases de efecto invernadero alcanzaron los 302.934 kt CO2eq, de las cuales el sector de uso de la tierra 

y cambio de uso de la tierra, y la silvicultura aportó el 39,4 por ciento y la agricultura con el 19,1 por 

ciento (IDEAM, 2024). Lo que refleja la necesidad de avanzar hacia modelos productivos sostenibles 

que equilibren la competitividad y la sostenibilidad ambiental. 

Este desempeño del sector agropecuario se sustenta en el potencial del país, reflejado en la dotación 

de recursos naturales —que incluye el 15 por ciento de la biodiversidad mundial, amplias reservas de 

agua, suelos fértiles y altos niveles de radiación solar y velocidad de viento—, la presencia aún de po-

blación joven rural (cercana al 26 por ciento), y la diversidad étnica y cultural (OECD, 2022). Sin em-

bargo, persisten brechas estructurales como es la alta informalidad de la tierra (52 por ciento), la insufi-

ciente provisión de bienes públicos rurales, la desigualdad en el acceso a factores productivos (espe-

cialmente en la tierra), los bajos rendimientos de los cultivos en comparación con los países competido-

res (García, Bejarano, Iguativa, & Contreras, 2021; Perfetti, Leibovich, Delgado, & López, 2024), y las 

desigualdades urbano-rurales, reflejadas en que la tasa de pobreza monetaria rural es 1,6 veces superior 

a la urbana (DANE, 2025d).  

Entre los principales limitantes para avanzar hacia el desarrollo rural sostenible se encuentra: i) la falta 

de coordinación intersectorial y multinivel, que restringe la alineación e intervenciones públicas entre 

sectores (como agricultura, ambiente, ciencia y transporte) y las menores capacidades técnicas y finan-

cieras de las zonas más rurales para la articulación de las políticas y la pertinencia de la inversión pública 

en los territorios (OECD, 2022); ii) la baja inversión en ciencia, tecnología e innovación que limita la 

generación y adaptación de soluciones tecnológicas a las condiciones específicas de la geografía co-

lombiana (AGROSAVIA, 2025); iii) las barreras en el acceso a los servicios financieros, asociados a los 

altos costos de transacción, las dificultades de valoración del riesgo de pequeños productores y exposi-

ción a riesgos climáticos, lo que reduce la oferta y demanda de créditos agropecuarios, y restringe la 

inversión en tecnología sostenible y gestión de riesgo (Gáfaro-González, y otros, 2025); y, iv) la escasa 

disponibilidad y limitada calidad de la información rural, evidenciada en registros de hogares incomple-

tos, en la ausencia de sistemas interoperables con otros sectores para complementar la información 

sobre uso y tenencia de la tierra, y en la falta de mecanismos que permitan identificar los impactos 

ambientales de las actividades rurales (OECD, 2022). 

En respuesta a estas limitaciones, el financiamiento verde puede contribuir a impulsar una transición 

justa a nivel productivo, siempre y cuando se integre de manera estratégica con la política agropecuaria 

nacional. La promoción de instrumentos financieros condicionados al desempeño ambiental favorece la 

coordinación intersectorial entre agricultura, ambiente y hacienda, al canalizar recursos hacia la adop-

ción de prácticas sostenibles y resilientes, así como la conservación o restauración de la biodiversidad 

(Bonilla, y otros, 2025). De igual manera, los mecanismos de reducción de riesgos —como son las ga-

rantías verdes o seguros climáticos— amplían el acceso a crédito para los productores e incentivar la 
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adopción de tecnologías resilientes; así como la implementación de criterios de MVR, con lo que se 

fortalece la disponibilidad y calidad de la información rural, que ayuda a mejorar la trazabilidad y efecti-

vidad de las inversiones públicas y privadas. 

En los últimos años, Colombia ha avanzado en la consolidación de un marco normativo y financiero para 

la sostenibilidad del sector agropecuario. La Política de Crecimiento Verde de 2018 marcó el punto de 

inicio al incorporar la sostenibilidad como elemento de la competitividad nacional y promover la eficiencia 

en el uso de los recursos naturales, la bioeconomía y la producción baja en carbono. Sobre lo cual, la 

Política Nacional de Cambio Climático estableció las directrices para la gestión del cambio climático en 

los sectores productivos, y la ley sobre acción climática y las NDC definieron metas específicas de re-

ducción de emisiones y adaptación al cambio climático, incluido el sector agropecuario. Adicionalmente, 

el Plan Integral de Gestión del Cambio Climático del Sector Agropecuario estableció las metas mediante 

la incorporación de medidas de mitigación dentro de la planificación agropecuaria, y la política pública 

de agroecología. De manera complementaria, la Estrategia Nacional de Financiamiento Climático 

(ENFC), la Taxonomía Verde de Colombia (2022) y el Sistema de Administración de Riesgos Ambienta-

les y Sociales (SARAS) fortalecen la capacidad del sistema financiero para identificar, clasificar y cana-

lizar recursos hacia actividades sostenibles —incluyendo prácticas agrícolas, ganaderas y forestales— 

(Noval, 2025).  

A nivel nacional, se han implementado programas y proyectos que contribuyen a materializar estos mar-

cos en acciones específicas para el sector agropecuario. La Línea de Transformación Productiva y Sos-

tenible del Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario (FINAGRO) ofrece condiciones prefe-

renciales de crédito para productores que adopten prácticas sostenibles y periodos de gracia flexibles 

(FINAGRO, 2025A). El Incentivo a la Capitalización Rural otorga un apoyo económico para cofinanciar 

inversiones nuevas orientadas a mejorar la competitividad, la sostenibilidad y la reducción de riesgos 

(FINAGRO, 2025). Los seguros agropecuarios paramétricos buscan activar pagos automáticos entre 

variaciones climáticas extremas, que reducen los costos de transacción y el riesgo moral, lo que facilita 

la adopción de prácticas resilientes (PNUD, 2023). El Fondo Colombia Sostenible que canaliza recursos 

de cooperación internacional hacia proyectos que contribuyen a reducir la deforestación, conservar la 

biodiversidad y aumentar la resiliencia y el desarrollo rural sostenible, a través del trabajo articulado con 

gobiernos, sector privado, sociedad civil y las comunidades (Fondo Colombia Sostenible, 2025). Y, el 

Programa de Paisajes Sostenibles de la Orinoquía, que constituye un mecanismo de financiamiento 

climático aplicado al sector agropecuario, al integrar la planificación territorial, el monitoreo de emisiones 

y la adopción de prácticas bajas en carbono, mediante la articulación de la cooperación internacional, 

las autoridades locales y los productores (Biocarbono Orinoquía, 2025).  

El futuro inmediato  

En América Latina y el Caribe, la integración progresiva de los compromisos climáticos internacionales 

en las políticas agropecuarias nacionales ha impulsado la adopción de prácticas favorables a la natura-

leza, y el diseño de instrumentos financieros orientados a la sostenibilidad ambiental. No obstante, el 

reto en el futuro inmediato consiste en consolidar una arquitectura interinstitucional que permita mejorar 

la articulación de las iniciativas de los diferentes sectores agropecuario, ambiental, hacienda, y los di-

versos niveles de gobierno. Las limitaciones en la capacidad institucional para implementar programas 

de manera articulada y sostenible; así como, las inequidades estructurales que entran los productores 

respecto al acceso a recursos y servicios (Piñeiro, y otros, en prensa). 
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Para avanzar en la alineación es necesario fortalecer los habilitadores institucionales y operativos que 

favorecen la movilización y la efectividad de los recursos. Esto requiere promover la flexibilidad de los 

mecanismos y la adopción del enfoque territorial. Los mecanismos financieros deben permitir compen-

saciones, reducir los costos de cumplimiento y combinar recursos públicos y privados para aumentar su 

financiación. Además, la creación de plataformas multiactor que favorecen el codiseño de soluciones 

adaptadas a los contextos locales y que promueven la apropiación de los productores, así como la me-

jora en las capacidades organizacionales necesarias para su implementación (Papendieck, y otros, en 

prensa). 

Sin embargo, persisten barreras que restringen la efectividad ambiental del financiamiento verde. La 

limitada coordinación entre los sectores responsables del diseño e implementación de los incentivos 

climáticos (agricultura y ambiente) genera instrumentos desalineados con las políticas productivas y re-

duce su capacidad de escalar. Asimismo, la aplicación insuficiente de los marcos regulatorios y la baja 

priorización de las agendas ambientales disminuyen la credibilidad y sostenibilidad de los mecanismos 

(Papendieck, y otros, en prensa). Para superarlas, es necesario fortalecer los mecanismos de coordina-

ción intersectorial, garantizar la transparencia y trazabilidad de los programas mediante sistemas de 

monitoreo, verificación y reporte, e integrar marcos de referencia para orientar las inversiones hacia 

actividades sostenibles y verificables.  

En Colombia, el reto inmediato consiste en traducir los marcos normativos al mismo tiempo que se pro-

pician entornos habilitantes para el desarrollo de acciones concretas en el sector agropecuario a nivel 

territorial. Para ello, es necesario fortalecer los mecanismos de articulación intersectorial y niveles de 

gobierno, de manera que permitan que las políticas converjan en la promoción de sistemas productivos 

sostenibles. Iniciativas basadas en una arquitectura institucional de carácter supra-sectorial pueden 

desempeñar un rol al orientar y priorizar intervenciones que generen impactos verificables en la produc-

ción y la sostenibilidad ambiental. 

Asimismo, el diseño y escalamiento de los instrumentos de financiamiento verde (créditos preferencia-

les, garantías verdes o seguros paramétricos, entre otros) deben demostrar su utilidad económica para 

los productores. Es necesario que las condiciones de acceso sean competitivas frente a los métodos 

tradicionales. En aquellos casos en que los instrumentos sean percibidos como rentables y accesibles, 

se contribuye a la adopción de prácticas favorables a la naturaleza. Este proceso debe complementarse 

con incentivos no financieros, como la asistencia técnica y la transferencia de tecnologías, que fortalez-

can las capacidades locales y generen los co-beneficios económicos y ambientales. 

Finalmente, para lograr la alineación entre el financiamiento verde y la política agropecuaria debe co-

nectar las metas globales de sostenibilidad con las realidades y capacidades locales, es necesario re-

conocer el papel de las comunidades rurales como actores claves en la transición productiva y diseñar 

esquemas diferenciados, según tipo de productor, que faciliten el acceso al crédito y la inclusión produc-

tiva. El fortalecimiento de los mecanismos de monitoreo, reporte y verificación permite asegurar que los 

recursos verdes se traduzcan en resultados observables, y faciliten la canalización de flujos internacio-

nales hacia programas y proyectos específicos que fomenten el desarrollo agropecuario sostenible. 
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